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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Valladolid el día 19 de 
junio de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 222/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 28 de mayo de 2026, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una caída en una plaza de 
toros portátil.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 28 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 222/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 26 de enero de 2026 D. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxx1, debido a los 
daños y perjuicios sufridos en una caída ocurrida el 18 de julio de 2025 al 
precipitarse al vacío desde una altura de 4 metros y medio como consecuencia 
de la defectuosa instalación de la plaza de toros portátil instalada en la 
localidad. Expone que la caída se produjo cuando la chapa del respaldo de su 
asiento se abrió de manera inesperada en el momento en el que se disponía 
a ofrecer su asiento. 
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Las lesiones sufridas requirieron su traslado al hospital hhh1 de xxx2, 
desde donde, en atención a la gravedad de sus lesiones, se le derivó a la 
unidad de cuidados intensivos del Hospital hhh2 de xxx3. 

 
Como consecuencia del accidente sufrió diversos hematomas, cinco 

fracturas costales y fractura vertebral L-1, lo que le ha obligado a permanecer 
en situación de incapacidad temporal durante un periodo de 180 días.  

 
Reclama una cantidad de 59.560 euros, de los que 9.560 se corresponden 

con la indemnización en concepto de daño emergente y lucro cesante, y 
50.000 en concepto de daños morales, si bien indica que a la fecha de la 
reclamación aún no ha sido de alta por lo que la cantidad indicada podrá ser 
incrementada en la cuantía correspondiente de acuerdo con la situación 
médica del paciente y en atención a las posibles secuelas. 

 
Junto con la reclamación aporta copia del informe de la asistencia de la 

unidad de soporte vital básico del día de la caída, informes médicos del Hospital 
hhh2 de xxx3 y del Hospital hhh3 de xxx4, partes de baja y de confirmación 
de baja por incapacidad temporal, atestado de la Guardia Civil, declaraciones 
firmadas de la mujer, hija y suegra del reclamante, testigos todas ellas del 
accidente. Acompaña también copia de noticias de prensa que recogen un 
accidente similar por las mismas causas en la misma localidad y manifestación 
personal del reclamante. 
 

Segundo.- En la misma fecha el Ayuntamiento da traslado de la 
reclamación a sss1-Mutua de Seguros y Reaseguros, a sss2, S.A. de Seguros 
y Reaseguros sobre la vida humana. 
 

Tercero.- Mediante decreto de Alcaldía, 9 de febrero de 2026, se 
admite a trámite la reclamación y se nombra instructor del procedimiento. El 
decreto se notifica al reclamante, a la contratista del montaje de la plaza de 
toros y a la aseguradora municipal. El mismo decreto acuerda otorgar al 
reclamante un plazo de diez días para la aportación de documentos y 
proposición de prueba.  

 
Al expediente se incorporan los siguientes documentos e informes:  
 

- Copia de recibos de abono de póliza de seguro de responsabilidad 
civil aportados por la contratista. 

 
- Informe de 22 de abril de 2026 del operario de Servicios Múltiples. 
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- Informe de 22 de abril de 2026 del secretario del Ayuntamiento. 
 

Cuarto.- El 4 de mayo de 2026 se otorga trámite de audiencia al 
reclamante, a la compañía aseguradora y a la contratista responsable de la 
instalación de la plaza de toros. 

 
Quinto.- El 11 de mayo de 2026 el reclamante presenta alegaciones 

en las que manifiesta que aún se encuentra en situación de incapacidad 
temporal, por lo que no se puede fijar el alcance definitivo de las lesiones. 
Adjunta copia de los partes de confirmación de baja por incapacidad temporal 
entre enero y abril de 2026. 

 
Sexto.- El 25 de mayo de 2026 se formula la propuesta de resolución 

estimatoria parcial de la reclamación, por importe de 9.560 euros, al considerar 
que los daños morales no han sido acreditados. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
 

3ª.- El reclamante está legitimado para interponer la reclamación, de 
acuerdo con el artículo 4 de la LPAC.  
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La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 
perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo 
segundo, de la LPAC. 

  
El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, 
de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o actividad, en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se preste antes de que transcurra un año desde el momento en que se produjo 
el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 
responsabilidad patrimonial por daños y perjuicios sufridos en una caída por 
el mal estado de las instalaciones de una plaza de toros portátil. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
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consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
Cuando se plantea, como en el presente caso, una responsabilidad 

patrimonial frente a la Administración Pública en la que interviene un contratista 
la doctrina jurisprudencial considera que existen dos posibilidades a la hora de 
resolver estos procedimientos: 

 
1.- O bien la Administración estima, total o parcialmente, la 

reclamación administrativa por reconocer la concurrencia de un supuesto de 
responsabilidad patrimonial a su cargo, sin perjuicio de la posible acción de 
repetición una vez satisfecha la indemnización. 
 

2.- O bien desestima la reclamación por considerar, como 
fundamento, que la responsabilidad corresponde al contratista, resolución que, 
sin reconocer derecho alguno a ser indemnizado, ni fijar cuantía alguna, deja 
abierta la acción del perjudicado -si está conforme- para reclamar contra el 
contratista por la vía oportuna. 
 

Lo que no podrá hacer la Administración es dictar ambos 
pronunciamientos a la vez. 
 

A la vista de la postura mantenida últimamente por los tribunales, es 
doctrina del Consejo Consultivo de Castilla y León (entre otros, dictámenes 
889/2012, de 27 de diciembre, 43/2015, de 19 de febrero, 154/2015, de 7 de 
mayo, 319/2017, de 28 de julio, 405/2018, de 19 de septiembre o 360/2019, 
de 1 de agosto) la que considera que “debe ser la Administración quien deba 
responder ante el perjudicado, sin perjuicio de la posibilidad de que aquélla 
pueda repetir frente al contratista encargado de prestar el servicio o realizar 
la obra de que se trate”.  

 
Sin perjuicio de lo anterior, para llegar a declarar la citada responsabilidad 

patrimonial de la Administración, hay que analizar si se dan los requisitos 
necesarios para su nacimiento, esto es la efectiva producción de un daño 
antijurídico, que el interesado no tiene el deber jurídico de soportar, derivado 
de una relación de causalidad con el funcionamiento de los servicios públicos.  
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La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por la reclamante 
fue o no consecuencia de la defectuosa instalación de la infraestructura portátil, 
de forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el 
funcionamiento del servicio y el daño producido. 

 
La sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1998 señala que la 

prestación de un servicio público por la Administración y la titularidad por parte 
de aquélla de la infraestructura material no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas conviertan 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos, con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa que pueda producirse con 
independencia del actuar del administrado, porque de lo contrario, aquél se 
transformaría en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico. 

 
El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 

responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 
corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non, condicionantes de la 
prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración Pública es la prueba de la existencia de una relación directa, 
de causa a efecto, entre el daño alegado y el funcionamiento del servicio 
público correspondiente; o como dice la expresión legal, de una lesión que sea 
“consecuencia de” los servicios públicos. 

 
Y si bien se ha matizado jurisprudencialmente (sentencias del Tribunal 

Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987 y 8 de 
octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente de 
difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las reglas 
del criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta prueba, 
como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 
reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, 
tampoco la Administración tiene el deber jurídico de soportar la indemnización 
de unos daños que ella no ha causado. 

 
La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con 

los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
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desvirtúen los alegados. Ello, sin perjuicio de que la regla pueda intensificarse 
o alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la buena fe en su 
vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos de 
hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de 
difícil acreditación para la otra (sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, entre 
otras). 
 

En el supuesto sometido a dictamen, en el atestado del guardia civil 
incorporado al expediente, puede leerse: “(…) Se procede a realizar inspección 
ocular en el lugar del accidente observando que la chapa de la parte superior 
que sirve de cierre y posee una pequeña barandilla está suelta, si bien después 
del accidente la organización ha procedido a anclar debidamente, al parecer 
un técnico de luces al instalar los focos de iluminación habla olvidado volver a 
sujetar la citada chapa”. Y el operario de Servicios Múltiples reconoce en su 
informe que “(…) de las averiguaciones realizadas con posterioridad y, en 
armonía con el informe de la Guardia Civil, es posible que el accidentado 
cayera desde lo alto de la plaza al estar suelta la chapa superior que sirve de 
cierre a la misma”. 

 
En virtud de lo expuesto, se considera que existe nexo causal entre los 

daños reclamados y el funcionamiento del servicio público, razón por la que la 
reclamación debe estimarse. 

 
6ª.- En cuanto al importe indemnizatorio, para la determinación de la 

indemnización procedente en concepto de lesiones, las partes acuden al sistema 
de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes 
de circulación, sistema que es utilizado habitualmente por este Consejo como 
orientador en casos similares y cuyo valor como criterio de referencia a tales 
efectos se destaca ahora expresamente por el artículo 34.2 de la LRJSP. El 
importe solicitado por el reclamante en concepto de perjuicio temporal, 
correspondiente a perjuicios personales, asciende a 9.560 euros. Para dicha 
cuantificación parte de la consideración de dos días de perjuicio personal muy 
grave mientras que los restantes, hasta alcanzar 180 días, los califica como de 
perjuicio personal moderado. 

 
El Ayuntamiento, por su parte, no cuestiona la liquidación practicada 

por estos conceptos. 
 
En el presente caso resultarían aplicables las cuantías del baremo 

actualizado para el año 2025 por resolución de la Dirección General de Seguros 
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y Fondos de Pensiones de 12 de marzo de 2025, por la que se publican las 
cuantías de las indemnizaciones actualizadas del sistema para valoración de 
los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, 
pues el accidente tuvo lugar el 18 de julio de 2025 y, de acuerdo con el artículo 
34.3 de la LRJSP, “La cuantía de la indemnización se calculará con referencia 
al día en que la lesión efectivamente se produjo”. Sin embargo, la aplicación 
estricta de las cuantías previstas en el baremo correspondiente al año 2025 
arroja un importe diferente al indicado en la reclamación. 

 
Es por ello que este Consejo considera que la indemnización a abonar 

deberá concretarse en expediente contradictorio en el que, previa acreditación 
de los daños y perjuicios sufridos, se proceda a su evaluación por los conceptos 
que corresponda. 

 
Todo ello sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga 

fin al procedimiento, tal y como prevé el artículo 34.3 de la misma LRJSP.  
 
En cuanto a los daños morales, este Consejo comparte el criterio de la 

Administración que no los considera acreditados. 
 
La Sala Primera del Tribunal Supremo (sentencias de 31 mayo de 2000, 

22 de febrero de 2001 y 11 de noviembre de 2003) ha señalado que la 
situación básica para que pueda darse lugar a un daño moral indemnizable 
consiste en un sufrimiento o padecimiento psíquico, entre los que cabe citar el 
impacto o sufrimiento psíquico o espiritual (sentencia de 23 de julio de 1990); 
la zozobra, ansiedad o angustia (sentencia de 6 de julio de 1990); la zozobra, 
como sensación anímica de inquietud, pesadumbre, temor o presagio de 
incertidumbre (sentencia de 22 de mayo de 1995); el trastorno de ansiedad, 
impacto emocional, incertidumbre consecuente (sentencia de 27 de enero de 
1998); o el quebranto o sufrimiento psíquico (sentencia de 12 de julio de 
1999). Se trata, en definitiva, de resarcir el dolor y angustia de las personas 
perjudicadas por el actuar injusto, abusivo o ilegal de otro, para lo cual han 
de tenerse en cuenta y ponderarse las circunstancias concurrentes en cada 
caso.  
 

Sin embargo, la indemnización pretendida para los daños morales no 
aparece sustentada por ningún informe pericial que avale los alegados y su 
cuantificación. Por lo que no procede su resarcimiento. 

 
 
 



 

9 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos expuestos 

en el dictamen, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por D. yyyy, debido a los 
daños y perjuicios sufridos en una caída en una plaza de toros portátil. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


